
 

FUNDACIÓN "SENADORA MARÍA LA VALLE URBINA" ~ R 
GRUPO PARLAMENTAR/O DEL PRI "' 

....___. 

Del Grupo Parlamentario del PRI, para hablar en favor de 
que se exhorte a las autoridades de los tres niveles de 
Gobierno a tomar las medidas necesarias para prevenir y 
castigar severamente toda represalia contra víctimas que 
denuncien torturas o malos tratos, sus familiares, 
representantes y Defensores de Derechos Humanos, así 
como a capacitar a los servidores públicos en la materia. 

• Una de las principales funciones del Estado mexicano 
es la relat iva a la administración y procuración 
de justicia, para lo cual es fundamental que en todo 
momento se debe garantizar el respeto de los 
derechos humanos. Es ahí en donde radica la 

trascendencia del dictamen que nos ocupa. 

• En términos generales, la tortura comprende los 
actos rea lizados intencionalmente a través de los 
cuales se inflige a una persona penas o 
sufrimientos físicos o mentales inusitados, con 
fines de investigación criminal, como medio 

intimidatorio, como castigo personal, como 
medida preventiva u otro fin injustificado e 

irraciona l. 
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• Por su naturaleza, la tortura puede derivar en 
afectaciones de diversa índole, desde dolor y 
lesiones, hasta el padecimiento de trastornos en 
la personalidad e incapacidad física y mental. 

• En las últimas décadas, se ha fortalecido el marco 
jurídico aplicable, basta referir ordenamientos como 
la Constitución Federal; la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes; y la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

• Sin embargo, como lo refiere la Comisión 
Dictaminadora, la presencia de actos de tortura 
continúa siendo una realidad en las actuaciones 
de las los propios agentes encargados de la 
aplicación de la ley y de la protección de los 
ciudadanos son quienes incurren en este delito. 

• En este orden de ideas, es de vital importancia que 
desde esta Soberanía Nacional impulsemos las 
acciones necesarias para que las víctimas de 
tortura no sean doblemente vulneradas. 
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• Cabe precisar que en el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se establece la prohibición de todo 
tipo de tortura en nuestro país. 

• Por otra parte, en el artículo 20 apartado B -relativo 
a los derechos de toda persona imputada-, se 
establece que en nuestro país queda prohibida y 
será sancionada por la ley penal, toda 
incomunicación, intimidación o tortura. 

• . En cuanto a las víctimas, el apartado C, del propio 
artículo 20 de la Ley Fundamental, se establece que 
el Ministerio Público deberá garantizar la 
protección de víctimas, ofendidos, testigos y en 
general todas los sujetos que intervengan en el 
proceso. 

• Además de la importancia intrínseca del presente 
asunto, con éste se contribuye a la plena 
implementación de la reforma constitucional en 
materia penal de 2008, asÍ' como al cabal 
cumplimiento de la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos de 2011. 
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